Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación tiene el agrado de recibir a los doctores Brovia y Viana, 
Fiscales Letrados de 3% y 4% Turno en lo Civil, para escuchar su opinión respecto al proyecto de ley vinculado a la violencia 
doméstica. 


Antes de comenzar, quisiera aclarar que como es habitual, la Comisión se ¡ilustrará escuchando a la delegación que nos visita pero 
sin que haya debate, de modo que ni el silencio ni las preguntas deben ser interpretadas como aprobación o rechazo de lo que aquí 
se diga. 


SEÑOR VIANA.- En principio, quiero agradecer la oportunidad que se nos da para realizar una serie de manifestaciones en cuanto 
a este proyecto de ley. 


En lo personal, si tuviera que definirlo, no tendría más remedio que calificarlo como dislate jurídico. ¿Por qué utilizo esta expresión 
quizás un poco dura? Si los señores Senadores observan este proyecto de ley desde un plano genérico, podrán apreciar que lo 
que aquí se prevé es una suerte de represivo sustraído del área penal y colocado en el área de la judicatura de familia. Cuando 
hablo de represivo, me estoy refiriendo a una suerte de proceso -aunque desde ya adelanto que creo que ni siquiera de proceso se 
puede hablar- o de régimen punitorio o sancionatorio. 


En primer término, en este proyecto se establece tipos parecidos a los que conocemos como tipos legales en materia de delitos. Se 
podrá apreciar que esos tipos son sumamente amplios, incluso, en algunos casos la amplitud es de tal magnitud que contradice el 
principio de que no hay delito sin ley, porque las interpretaciones al respecto pueden ser muy vastas. 


Pero no sólo encontramos esa amplitud, sino que cuando se define a los tipos, se arranca diciendo que son manifestaciones de 
violencia doméstica constituyan o no delito. Quiere decir, entonces, que si bien tenemos por un lado un ordenamiento, un proceso 
penal y se da a entender que ya no se va a castigar por este mecanismo sancionatorio aquellas situaciones que se demuestre son 
delitos -según la esfera penal, sean "prima facie" y por un auto de procesamiento- por otro, en cierta manera se van a sancionar 
situaciones que escapan al ordenamiento penal, o sea, situaciones que no son delito. 


No voy a ingresar en el análisis de cada una de las hipótesis, pues creo que ya lo han hecho en lo que tiene que ver con su 
amplitud; sí voy a decir que como respuesta a estas situaciones, lo que podríamos considerar como precepto de este represivo, se 
responde con la sanción. La sanción se articula o se le da formato a través de lo que se denominan medidas de protección o 
medidas cautelares que, a mi juicio, en este texto de cautelares sólo tienen el nombre, porque se habla de que estas medidas 
pueden tener una suerte de autosatisfacción por sí mismas. En otras palabras, se da a entender que estas medidas no tienen por 
qué acceder a ningún proceso principal y por sí mismas van a cautelar en determinado momento el derecho que pretenden 
cautelar. 


Hasta donde yo tengo conocimiento, las medidas cautelares siempre acceden a un proceso; se adoptan en forma preliminar o 
durante el proceso cautelando o asegurando un eventual derecho que el Juez podrá conceder o no. Pero el decir que se 
establecen medidas cautelares autosatisfactorias significa decir que esas medidas de por sí ya resuelven la situación y no esperan 
ninguna instancia posterior en la que se decida efectivamente si ese derecho es tal. 


¿A qué obedece esto en mi humilde opinión? Los que trabajamos en el área penal y aun en el área civil y de familia, es muy común 
que suframos frustraciones propias de no poder demostrar determinadas situaciones que generalmente se agravan en este tipo de 
situaciones de violencia familiar por la difícil prueba de determinados hechos que habitualmente se dan en el seno de la familia, en 
lugares íntimos de difícil acceso para terceros. Entonces, como reacción natural muchas veces se procura -a mi entender también 
lo pretende este proyecto de ley- ir a la solución directa pero, a mi juicio equivocadamente, salteándose lo que son las garantías 
individuales. 


Respecto a estas medidas cautelares -que, como dije, sólo de nombre son medidas cautelares- ustedes podrán ver en el proyecto 
de ley que, de hecho, se pueden aplicar por el Juez bastando la mera denuncia, que ésta tenga visos de verosimilitud y donde, 
además, prácticamente se anuncie la amenaza de un derecho. De ser así, de inmediato el Juez puede adoptarlas, inclusive sin 
audiencia del sindicado como agresor o persona violenta en el ámbito doméstico. Los señores Senadores podrán ver que cada una 
de las medidas cautelares suponen limitación de los derechos individuales o superposición a adelantamientos de otras resoluciones 
en materia de familia. A título de ejemplo podemos citar los siguientes: disponer el retiro del agresor de la residencia común; 
prohibir, restringir, limitar la presencia del agresor en el domicilio; prohibir al agresor comunicarse, relacionarse, entrevistar o 
desarrollar cualquier conducta similar; disponer la asistencia obligatoria del agresor a programas de rehabilitación, etcétera. Todas 
estas medidas significan limitaciones de los derechos individuales, con la gravedad de que estas limitaciones se van a aplicar sin 
un debido proceso, sin la posibilidad de defensa y sin siquiera un contradictorio. Esto, por un lado. 


En primer lugar, creo que aquí se está violando una disposición constitucional, el artículo 12, sobre el cual el doctor Couture 
realizaba algunos comentarios en su obra "Estudios de Derecho Procesal Civil" que me voy a permitir citar. Couture expresaba que 
cuando la Constitución establece que nadie debe ser condenado sin forma de proceso, consagra implícitamente el principio de que 
nadie puede ser condenado por un proceso cualquiera, es decir, por una farsa de proceso, de esos tan frecuentes a lo largo de la 
historia. También decía que el proceso debe ser un proceso idóneo para el ejercicio de los derechos; lo suficientemente ágil para no 
agotar por desaliento al actor y lo suficientemente seguro como para no agotar por restricción al demandado. Más adelante Couture 
también agregaba que el proceso que es en sí mismo sólo un medio de realización de la Justicia, viene así a constituirse en un 
derecho de rango similar a la Justicia misma. 


En consecuencia, en este proyecto de ley, a través del mero trámite de una medida cautelar, se puede declarar a una persona 
agresor, imponiéndose una restricción de su libertad individual. Entiendo que es a esto a lo que Couture llama "farsa de proceso". 
Quiere decir que de ser aprobado el proyecto de ley a estudio se incurriría en una flagrante inconstitucionalidad, aquella resultante 
de vulnerar el precepto que dispone que "nadie puede ser penado ni confinado sin forma de proceso y sentencia legal". 


A esta objeción que yo considero es la más grave, se agregan otras, una de ellas muy emparentada con la que cité. Aclaro que la 
palabra "proceso" me cuesta mencionarla cuando se trata de medidas cautelares, pero de todos modos la voy a utilizar. 


Lo que quiero decir es que al habilitar este tipo de procesos o de acciones a través de medidas cautelares en realidad lo que se 
está haciendo es menoscabando, sustituyendo o soslayando los verdaderos procesos de familia, ya sea que hablemos de divorcio, 
pérdida de patria potestad, proceso de tenencia, visita, etcétera. Quiere decir que mediante un camino más corto se accede a un 
resultado más rápido, pero vulnerando las garantías que están establecidas en los otros procesos. 


También existe una tercera objeción relacionada con fenómenos que yo calificaría como de delegación de Justicia. Ustedes van a 
ver que se autoriza al Juez a cometer a terceros -estos podrán ser particulares, ONGs o funcionarios públicos- la vigilancia del 
cumplimiento de las medidas que se adopten como consecuencia de la actuación del Juez. 


A mi juicio, eso significa entregar en manos de particulares o aun de funcionarios públicos el control de una decisión que sólo 
corresponde al propio Juez. Lo mismo sucede en otra fase, la de conocimiento, que curiosamente está a posteriori de la de 
ejecución, al permitirse que peritos o un cuerpo de ellos realicen lo que se llama un diagnóstico de situación. A mi entender, en eso 
también opera un fenómeno de delegación de Justicia, que incluso podría contrariar la prohibición de los juicios por comisión, 
establecidos en la Constitución. 


Finalmente, hay una última inconstitucionalidad, a la que se va a referir el doctor Brovia y que hace a la actuación de una oficina, 
sobre la que tenemos ciertos reparos importantes. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún señor Senador desea hacer uso de la palabra, me voy a permitir hacer la siguiente consulta. 


Quisiera saber si en opinión del señor Fiscal Viana la legislación y la praxis actuales cubren suficientemente el tema de la violencia 
doméstica o es partidario de algún tipo de mejoras. 


SEÑOR VIANA.- Creo que lo cubre, porque si apreciamos las normas penales -he escuchado con respeto una frase que dice: 
"Cada tantos días está muriendo una mujer o una persona afectada por hechos de violencia doméstica"- veremos que el 
ordenamiento jurídico da respuesta a través de las disposiciones del Código Penal que protegen la vida, la libertad y la integridad 
física. Al mismo tiempo, existen normas en materia de Derecho Civil, de Derecho de Familia. Podemos citar casos directos de 
pérdida de patria potestad en alguna de las hipótesis de violencia. En realidad, todas las normas del Código Civil que refieren a los 
aspectos relacionados con la familia, son de protección. En cualquier hipótesis que cualquier persona puede dar o imaginar existe 
una respuesta, tanto del ordenamiento penal -si es que se infringe la norma penal- como del ordenamiento del Derecho de Familia. 


Lo que veo mal del proyecto es que se superponga una suerte de estructura a mi juicio artificial que busca soslayar las garantías 
individuales. Creo que es más el daño que causa el proyecto si se transformara en ley, que los beneficios que concede. 


SEÑOR BROVIA.- Antes que nada, deseo aclarar que ocupo un cargo en el Ministerio Público desde hace 25 años, y en los 
últimos 15 he estado a cargo de la Fiscalía Civil de 4* Turno. 


En lo posible, trataré de ser lo más concreto e imparcial, procurando aportar lo que, creo, es documentación objetiva que puede 
servir para fundamentar por qué entendemos que el artículo 25 del proyecto de ley, que establece: "Cométese a la Unidad de 
Fortalecimiento Institucional del Ministerio Público y Fiscal el seguimiento de los casos a efectos de garantizar el derecho de las 
víctimas a gozar de una vida libre de violencia y a que se respeten y protejan sus derechos humanos", lisa y llanamente, debe ser 
suprimido. Esa es mi opinión, que valorará esta Comisión del Senado. 


¿En base a qué lo sostenemos? En el artículo 25 se dice "Cométese a la Unidad de Fortalecimiento Institucional del Ministerio 
Público y Fiscal el seguimiento de los casos"... 


En la sesión de esta Comisión del día 27 de noviembre de 2001, distinguidas colegas, que representaron a la Asociación de 
Magistrados Fiscales -a la que no pertenecemos- ya señalaron sus dudas o, al menos, su no comprensión acerca del por qué de 
este artículo. 


Esta norma debe ser interpretada. No puede decirse que la Unidad de Fortalecimiento Institucional siga los casos o tenga un 
seguimiento continuo de ellos, cuando dicha Unidad no tiene un equipo de asistentes y técnicos en ciencias sociales, que son 
quienes tendrían que encargarse de eso. En este caso, se quiere decir, sin lugar a dudas -y por los antecedentes a los que me voy 
a remitir documentalmente, que luego valorará la Comisión- que habrá un seguimiento de los procesos. Es evidente, pues, que el 
seguimiento mencionado en el proyecto refiere al proceso judicial y ello tiene dos vertientes, habida cuenta de la actividad propia de 
la Unidad de Fortalecimiento Institucional: por un lado, la evaluación de la gestión del Fiscal civil y, por otro, la incorporación de los 
denunciados y víctimas a una base de datos. Para su mejor inteligencia, deben examinarse los antecedentes de la Unidad de 
Fortalecimiento Institucional creada por Decreto de 1* de setiembre de 1998 y publicado en el Diario Oficial del 10 de setiembre del 
mismo año. De su simple lectura, lo que se desprende de sus Considerandos y Resultandos es que se aportaron rubros para que 
funcione, que figura dependiendo directamente de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación, y nada más. Al amparo 
de ese Decreto, la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación dividió la Unidad de Fortalecimiento Institucional en tres 
sectores: los dos primeros, son de capacitación e información y carecen de interés en el planteamiento que estamos efectuando; el 
tercero se titula "Evaluación de Gestión y Estadística" y debe ser analizado -para los que estamos en defensa del Derecho liberal- 
considerando las normas legales aplicables. De estas últimas, las primordiales, que sólo pueden ser modificadas, interferidas o 
derogadas sólo por ley, son: la Ley Orgánica del Ministerio Público, N* 15.365, Decreto-Ley de la época del Gobierno de facto, 
ratificado después, con alguna modificación, por el primer Gobierno constitucional a través de la Ley N* 15.468, que en su artículo 
2% establece que el Ministerio Público y Fiscal es independiente técnicamente en el ejercicio de sus funciones y debe, en 
consecuencia, defender los intereses que le estén encomendados como sus convicciones se lo dicten, estableciendo las 
conclusiones que crea arregladas a Derecho. Reitero que esto es lo que dice la ley. Además, establece taxativamente las 
competencias de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación en el artículo 6%, en donde se establece la competencia 
funcional en el orden judicial ante la Suprema Corte de Justicia; la competencia funcional en el orden administrativo; y una 


competencia -que no es del caso ahora analizar- de asesoramiento del Poder Ejecutivo, que fue incluida en la época del Gobierno 
de facto. 


¿Qué tiene que ver esto que acabo de decir con la Unidad de Fortalecimiento Institucional? El 19 de noviembre de 1998, es decir, 
18 días después de dictado el Decreto, la Fiscalía de Corte, en Circular 2/98, "Registración", dirigida a los Fiscales Penales, 
instrumentó un formulario -con la terminología que se usaba en ese entonces- UEOO4, del cual tengo la copia. En el caso de los 
Fiscales penales, este documento viene escriturado por el llamado Centro de Apoyo, en la primera parte con los datos 
proporcionados directamente por la Policía. Luego debe ser completado por el Fiscal, conforme a su actividad procesal. 


Con fecha más reciente tenemos un formulario -que se los estoy mostrando- que deben llenar los Fiscales en el Turno, 
comunicando nombre del presunto indagado, presunta víctima, testigos y hasta los funcionarios policiales. Puedo aportar este 
formulario, puesto que en él no se incluyen nombres, pues está en blanco. 


Actualmente, se ha impuesto un formulario similar -a nuestro juicio mucho más grave, porque es en materia de menores 
inimputables- con nombre y apellido. Los Fiscales de Menores luego de terminado el Turno deben dirigir al Centro de Apoyo 
dependiente de la Unidad de Fortalecimiento Institucional, caso por caso, infracción presunta, número de memorándum policial, 
dependencia policial, menor involucrado, dictamen, decisión judicial. Esto supone, a juicio de quien habla -lo hago exclusivamente a 
título personal- una ampliación de la competencia de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación, en la medida en que 
se verá qué sucede después de tramitar estos formularios a los que he hecho referencia. 


SEÑOR FAU.- Quisiera saber qué grado de reserva tiene la información contenida en esos documentos, tanto en el primer 
formulario como en el segundo, que está referido a menores. 


SEÑOR BROVIA.- Su pregunta me supera. Justamente, nosotros hemos venido aquí -y no encuentro otra palabra para utilizar- a 
pelear por eso. No sé el grado de reserva que tiene, pero sí que esto se dirige al Centro de Apoyo de la Unidad de Fortalecimiento 
Institucional. 


Quiero dejar sentado en este breve resumen o ayuda memoria, como se le dice, que el único registro legal que existe en el país fue 
el creado por la Ley de 1904. Estamos hablando del Registro de Antecedentes Penales Judiciales de procesados y condenados. 
No puede haber otro tipo de Registro. 


Hay dos tipos de evaluaciones. El mismo 19 de noviembre de 1998, la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación dirige 
a los Fiscales penales el compendio sobre metodología de evaluación conjunta Ministerio Público y Policía. Quiero leer el artículo 
7%, que atribuye competencia a la Fiscalía de Corte en lo administrativo, donde se dice: "Requerir directamente en el ejercicio de 
sus funciones, al igual que los demás miembros del Ministerio Público," -es decir, al igual que los demás Fiscales- "el auxilio de la 
fuerza pública." Sin embargo, aquí se pide un compendio sobre metodología de evaluación conjunta, Ministerio Público-Policía. El 
compendio también tiene fecha 19 de noviembre; es decir que todos son de la misma fecha. Aquí se dice: "En el marco de las 
acciones de coordinación que viene desarrollando el Poder Ejecutivo, se realiza en Montevideo una actividad de evaluación 
periódica entre jerarcas de la Jefatura de Policía y los Fiscales Letrados Nacionales en lo Penal, que se ha comprobado permiten, 
sin lugar a dudas, mejorar la eficiencia... y profundizar espacios comunicacionales de coordinación interinstitucional. Es 
conveniente que las reuniones entre jerarcas de Jefatura, Policía departamental y Fiscales Letrados se realicen mensualmente, 
previo a las coordinaciones pertinentes. Cada Fiscalía confeccionará una agenda previa con la reseña de asuntos que entienda 
ameritan ser considerados en las reuniones, en razón de aspectos positivos y negativos de trascendencia. Dicha nómina se remitirá 
a la Jefatura de Policía departamental con anterioridad no inferior a los cinco días recabado a su vez el listado de Jefatura de 
Policía." 


Estos son documentos públicos, no secretos, que si la Comisión accede a recibirlos se los proporcionaré. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Fiscal está dispuesto, recibiremos con mucho gusto por Secretaría los formularios y 
documentos que ha mencionado que, según tengo entendido, no incluyen nombres. 


SEÑOR BROVIA.- Y termina diciendo: "Asimismo se intercambiarán ideas sobre posibles disfunciones, de ser posible, y 
dificultades que se detecten entre el Ministerio Público y la autoridad administrativa, para los cuales se buscarán los respectivos 
correctivos. Se formulará a las Fiscalías de Corte, en su caso, los planteos pertinentes, en especial si la actuación excede el marco 
competencial e institucional del Fiscal Letrado departamental." 


Debo decir a título personal -es mi experiencia; no tengo 30 años, sino 61- que actué 10 años en el interior durante el Gobierno de 
facto y nunca fui a discutir con un Comisario qué pasaba. Hablando en castellano, esto es discutir cuando hay diferencias con la 
Policía. Hay, habrá y siempre hubo diferencias en todos los países, porque muchas veces la Policía entiende una cosa y los 
Fiscales o los Jueces, otra. Esto es algo humano; siempre ocurre lo mismo. 


Creo que esto viola la independencia técnica del Ministerio Público, pero hasta ahora no nos atañe, porque somos Fiscales Civiles - 
pido disculpas por el tono de mi exposición, pero seguramente ustedes se preguntarán por qué no dije esto antes- porque no 
podemos ser representantes de otra parte del Ministerio Público, pero se sabe que esto funciona y funcionó. 


SEÑOR VIANA.- Para completar un poco lo que señalaba el doctor Brovia, debo decir que la idea es la siguiente. A través de este 
artículo se quiere extender un régimen de trabajo que ya existe para los Fiscales Penales, que siempre vimos con alarma, porque 
entendemos que violenta la independencia de los Fiscales. Nuestro temor es que por medio de este artículo se legalice este 
sistema que, en los hechos y en la vía administrativa, por resoluciones, no del Ministerio, sino de la propia Fiscalía de Corte, está 
funcionando. 


Asimismo, quiero explicarles en un esquema -que puedo dibujar- cómo funciona el sistema. La Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación ha instrumentado que todos los partes policiales y denuncias que provengan de organismos públicos o aun 
de particulares se canalicen a través de lo que se llama Centro de Apoyo, que es una oficina similar a esta Unidad de 
Fortalecimiento Institucional o que está incluida en ella, tema que no tenemos muy claro. Recibe todas las denuncias y en el Turno 


las manda en algo denominado compendio, que son partes resumidas del parte policial. Allí se le dice al Fiscal qué pruebas tiene 
para diligenciar, e inclusive, qué tipificación delictual eventual puede haber. 


SEÑOR BROVIA.- Este formulario que estoy mostrando es al que está haciendo referencia el doctor Viana, y que también 
dejaremos a disposición de la Comisión. 


SEÑOR FAU.- Quiere decir que estaríamos ante un tercer documento. 


SEÑOR VIANA.- Una vez que el Fiscal recibe en el Turno partes policiales por cada uno de los asuntos que llegarán al Juzgado, 
con el resumen, actúa. Podemos decir, entonces, que en cierta manera el Fiscal está actuando allí de acuerdo con sus 
convicciones. Pero el sistema no termina allí, porque esta oficina Centro de Apoyo, Unidad de Fortalecimiento Institucional, actúa 
vigilando, haciendo una suerte de procuración de los asuntos e inmediatamente que terminan los asuntos del Turno con 
procesamientos o sin procesamientos, habrá o no sumario, y recabando del Juzgado o de las Fiscalías los datos de los resultados 
que obtuvo. A posteriori, es decir, a la finalización del Turno, se realizan con el Fiscal de Corte lo que se llaman reuniones de 
evaluación del Turno, en donde el Fiscal de Corte, con la información que le suministra esta oficina, toma nota, interroga y le 
plantea al Fiscal por qué no hizo una cosa u otra. 


Pero esto no termina ahí. Muchas de esas reuniones de evaluación del Turno no se realizan solamente con el Fiscal de Corte, sino 
también con jerarcas de la Policía, quienes plantean sus dudas y protestan contra el Fiscal. 


El sistema no finaliza aquí. Hay una última etapa de evaluación. En función de los resultados que he indicado, el Fiscal de Corte 
califica al Fiscal, le adjudica una nota. A nuestro juicio, este sistema lesiona indudablemente la independencia del Fiscal, porque se 
le dice lo que tiene que hacer, luego se lo evalúa y, por último, se le reprocha lo que hizo o dejó de hacer. Para el siguiente Turno, el 
Fiscal -salvo que tenga una personalidad de hierro- va a sentir la presión de todo ese sistema, que se va a ir repitiendo cada cierto 
tiempo. Nuestro temor, por no decir pavor, es que esto se extienda a los Fiscales civiles a los que, hasta el presente, no había 
llegado un sistema parecido. 


SEÑOR BROVIA.- Estoy de acuerdo con lo que ha señalado el doctor Viana. Simplemente, deseo agregar algunas 
puntualizaciones que quizás él desconozca. 


Hace aproximadamente dos meses -aunque el problema se arrastra desde 1998- cesaron las reuniones con el señor Fiscal de 
Corte, lo que no significa que no comiencen nuevamente. 


Quisiera hacer algunos planteos con respecto a las calificaciones, aunque confieso que me duele decir algunas cosas. Aclaro que 
no hay nada personal; todo esto es objetivo. Hace muchos años que nos desempeñamos en el Ministerio Público y nunca vimos 
que pasara algo similar a esto. 


Con respecto a la evaluación, con los datos emergentes de los formularios devueltos 5 días después de terminado el Turno, se 
realiza la evaluación de la gestión del Fiscal, de acuerdo con indicadores de gestiones penales. Supongo que los señores 
Senadores recordarán que la introducción de dichos indicadores provocó la inmediata reacción del Ministro de Educación y Cultura, 
el que ordenó que no se llevara a cabo esa evaluación. Aclaro que esto se publicó en los diarios, seguramente en "El Observador". 
Lo interesante -tengo los documentos en mi poder- es que los indicadores no se derogaron, sino que se dejaron en suspenso, 
aunque personalmente creo que no es así, a raíz de un documento que voy a leer dentro de unos instantes, pero en caso de estar 
en suspenso, de todos modos se pueden poner en marcha nuevamente. 


A continuación voy a leer algunos de los indicadores de la gestión penal de los Fiscales. Asimismo, voy a decir qué objetivos se 
persiguen. Al respecto, pienso que debemos preguntarnos qué gestión se le puede evaluar a aquella persona que llega a ser Fiscal 
nacional, ya que esa es la culminación de su carrera. Todo el mundo sabe que el único cargo que hay es el de Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación; además, no tiene por qué ser necesariamente un Fiscal, ya que así lo dispone la Constitución. Lo 
mismo ocurre en la Suprema Corte de Justicia, con la diferencia de que allí ingresan Jueces. Pero con todo derecho ya han entrado 
varios Jueces en lugar de Fiscales en la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación, entre ellos, nada menos que los 
doctores Abadie Santos, Berro Oribe y el actual titular Peri Valdez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, deseo hacer una pregunta relacionada con el contexto que se está manejando. 


Deseo saber si ustedes piensan que este resumen de las reuniones de evaluación y su relación con el orden jurídico que se ha 
descrito, se deriva de lo que expresa el artículo 25 del proyecto con el que se comenzó la exposición. 


SEÑOR BROVIA.- No, señor Presidente; estos son los antecedentes. Esto sólo se podía hacer por ley. De manera que debería 
haber una norma. Esta es una violación de tipo administrativo, más allá de que los fines que se persigan sean positivos. 


Pero, ¿quién sabía que existía esto? Me he referido a los indicadores de gestión penal que se manejan en la actividad pre procesal, 
probatoria preliminar, en la audiencia preliminar y en los dictámenes. El Fiscal de Corte debe examinar los dictámenes. 


Otro punto muy importante es el relativo a los aspectos técnico-instrumentales. En el numeral 6% del documento, refiriéndose al 
Fiscal, se habla de la prontitud en la devolución de las llamadas. 


Más adelante, se hace referencia a las condiciones personales que debe tener el Fiscal, entre otras, para ser bien evaluado. Aclaro 
que esto es terminante. Concretamente, se hace referencia a la capacidad de modificación de las conductas conforme a 
instrucciones. Me pregunto: ¿instrucciones de quién? ¿Qué quiere decir esto? ¿Qué capacidad tiene el Fiscal que actúa para 
modificar su conducta en un problema grave que se plantee? Aclaro que cada vez existen más problemas; esto lo escuchamos 
permanentemente en la radio. 


Reitero que, según se ha dicho, están en suspenso los indicadores de gestión penal. En realidad, nadie sabe para qué sirven, 
porque no ha ascendido ninguno de los Fiscales de gestión. Este es un acto político ya que lo decide el Poder Ejecutivo, para lo 
cual requiere la venia del Senado. Incluso, ese cargo puede ser ocupado por un abogado ajeno a la Judicatura. Esto lo sabe todo el 
mundo. El caso de Pablo de María es famoso porque creo que integró la Suprema Corte y no era Juez. Entonces, si dichos 


indicadores están en suspenso, ¿por qué la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal del Uruguay, con fecha 19 de 
setiembre de 2001 -tengo la fotocopia del documento, con el sello de recibido en la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la 
Nación- pidió una audiencia con el señor Fiscal de Corte para hacer diversos planteamientos, entre otros, información sobre el 
tema vinculado a la individualización de la pena a los Fiscales Departamentales? 


Más adelante, en este mismo documento se hace referencia a la necesidad de un somero análisis. Se indica que, en principio y en 
lo que refiere a la sustantividad del punto, efectivamente puede haber, entre los asociados, quienes entiendan que es positivo 
detallar los mecanismos que posibilitan arribar a un guarismo de fijación de pena en forma pormenorizada. Incluso, este tema 
ameritó una videoconferencia propiciada por la Fiscalía de Corte, donde prosiguieron las dudas respecto a las posibilidades que 
ofrece nuestra normativa. En oportunidad de las conversaciones mantenidas con el señor Fiscal, se han presentado posturas 
concordantes o dispares al respecto. 


La Comisión que se constituyó a tales efectos declaró hace dos meses, el 21 de setiembre del presente año, que el tema posee 
una mayor profundidad. La individualización pormenorizada de la pena no está expresamente incluida en las disposiciones del 
artículo 239 del Código del Proceso Penal; esto significa que no es necesario explicar por qué se pide determinada cantidad de 
tiempo para cierta pena. Se podrá corregir, pero dentro de los límites mínimos y máximos que marca la pena; no es necesario 
fundamentar la decisión ni comunicar al Fiscal de Corte por qué se procede de esa manera. Esto forma parte de la actividad del 
Juez. Por ejemplo, puede tratarse de un Juez benigno o no. Puede darse el caso de un individuo que, en el interior, roba todos los 
días y se le aplique una pena baja. Y esto lo tengo que explicar para que lo evalúe. 


La Asociación de Magistrados dice que si bien nada impide un detallado análisis, ya fue objeto de los indicadores de gestión que 
fueron entregados a esta Asociación para su estudio y que luego de diversos avatares, entre los que se incluyeron la participación 
de otros factores -léase Ministro de Educación y Cultura, que es el actor, el que lo frenó- quedó en una situación de detención 
provisoria, aunque puede empezar a marchar en cualquier momento. Esto lo dice la Asociación de Magistrados y no nosotros, pero 
sí lo compartimos íntegramente, y no queremos seguir con otros aspectos, claro está, por un problema ético. No obstante, también 
les dejo este material. 


Creo que este es el momento oportuno de responder a la pregunta que me formuló el señor Presidente de la Comisión, doctor 
Korzeniak. A nuestro juicio, todo esto está hecho en contradicción de las normas fundamentales del Derecho. Esta es, reitero, 
nuestra opinión, aunque la Comisión podrá entender que no es correcta. 


Creemos que de aprobarse el artículo 25 del proyecto de ley sobre violencia doméstica, se estaría legalizando esto y, por supuesto, 
casi todo quedaría en las mismas condiciones. Estaríamos frente a una especie de blanqueo cuando se le comete a esa Unidad 
que empiece a hacer con los Fiscales civiles en materia de violencia doméstica todo lo que se está haciendo en materia de Fiscales 
penales y que ya ha comenzado a hacerse, a través del llenado de formularios -que no sabemos si están incorporados al 
ordenador- con los Fiscales de Menores. 


Necesariamente este artículo provocará que, en forma inmediata, se creen los formularios para que en toda esta información, 
coordinada con la evaluación de gestión, también se ingrese lo relativo a los Fiscales Civiles. En consecuencia, quedaría completa 
la estructura de contrato. 


Si queda alguna duda, podemos decir que con fecha 26 de noviembre -día anterior a que concurriera a este ámbito la Asociación 
de Magistrados Fiscales, que defendió con gran altura la posición negativa respecto a este proyecto de ley- la Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación, por resolución N* A 212/01, teniendo en vista la constitución de la Secretaría "pro tempore" de 
seguimiento de la Convención de Belén -relativa a la violencia doméstica, aunque no la conozco- crea una Comisión integrada por 
9 Fiscales para que ideen un fluxograma -aclaro que no entiendo bien el término, pero creo que proviene de la palabra flujo- de 
información a los Juzgados de Menores, de la violencia doméstica, que se tramita en los Juzgados penales, para luego pasarla a 
los Juzgados civiles. De esta forma, es decir, de aprobarse esta iniciativa, llegaríamos al punto más grave. 


Consideramos que si es grave que se viole el principio de independencia de los Fiscales, mucho más lo es que se viole el principio 
de libertad, el que se viola al incorporar toda esta masa de datos, en la que puede estar comprendido cualquiera de nosotros, tanto 
los señores Senadores como quien habla, ya que en los formularios figuran las víctimas, los denunciados, etcétera. En materia de 
menores, los involucrados figuran con nombre y apellido, y si se hiciera el formulario con fines estadísticos, no se deberían incluir 
esos datos. ¿Quién va a manejar los ordenadores? Ese entrecruzamiento de datos se constituiría en un registro de las personas 
que pasan por el sistema penal, ya sea como sospechosos, procesados, testigos o víctimas. Como sabemos, el cruzamiento de 
esos datos tiene infinitas posibilidades. 


La escrituración de los formularios de menores con las especificaciones que se dan y los similares de la violencia doméstica 
proveen datos muy concretos sobre las personas que acuden a la Justicia de Menores y a la Civil. Estos registros sólo son 
aplicables en tareas de seguridad del Estado, es decir, como forma de protegerlo, pero dentro de la sociedad civil esto no puede 
funcionar. 


Pido disculpas a los señores Senadores por mi tono de voz y la extensión de mi intervención. Quiero terminar diciendo que, a mi 
juicio, esto debe ser eliminado porque este aspecto tiene que ver con la dependencia o independencia de los Fiscales. Hay 
Fiscales dependientes y Fiscales independientes; hay Jueces dependientes y Jueces independientes. El señor Ministro de Justicia 
del Gobierno español señaló en la televisión, en oportunidad del cruel asesinato del Juez vasco, hace poco tiempo, que también en 
su país sucede esto; aclaro que este señor forma parte del grupo de los independientes. Una cosa es eso y otra que se cree un 
mecanismo como el que se está instrumentando, en el que el propio sistema institucionaliza la dependencia. De aprobarse este 
artículo, es evidente que el día de mañana me tendré que jubilar. Tendré que llenar formularios y explicar por qué una persona hizo 
tal o cual cosa. En realidad, tendré que introducirme en aspectos que realmente no alcanzo a comprender. Si no se aprueba esta 
disposición y mañana por vía administrativa se pretende que llene el formulario, tenga entrevistas con la Policía, rinda cuentas ante 
el jerarca sobre por qué se le embargaron los bienes a tal persona por violencia doméstica, tendré que explicar que eso depende 
de mí, porque la dependencia o independencia es una condición de la naturaleza humana, como enseñaba el gran Manuel 
Odriozola en su trabajo "La Independencia de los Jueces", publicado en la Revista "Judicatura" de la Asociación de Magistrados. Si 
esto se aprueba, no existirán Fiscales independientes porque su actuación estará sujeta a la ley. 


Por lo expuesto, venimos a pedir que se suprima esta disposición. Si esto sigue funcionando por vía administrativa, dependerá de 
cada uno de nosotros enfrentar el tema y asumir las responsabilidades que nos corresponden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a reiterar la pregunta que le formulé, en el sentido de saber si el señor Fiscal considera que la 
normativa y la praxis actuales cubren suficientemente el tema de la violencia doméstica. 


SEÑOR BROVIA.- Creo que se podría realizar alguna modificación o sancionar alguna ley que mejorara o tratara de solucionar 
este problema que se incrementa día a día. Todo es mejorable y, en ese sentido, hay normas que ya se están aplicando. De todos 
modos, no creo que esta sea la solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de los miembros de esta Comisión, agradecemos la presencia a los señores Fiscales y les 
aclaramos que el silencio de los señores Senadores no significa reprobar o aprobar las expresiones por ustedes vertidas. 


SEÑOR BROVIA.- Por nuestra parte, sólo nos resta agradecer a los señores Senadores por recibirnos en la tarde de hoy. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 40 minutos.) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


